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ACTA No. 0043 del 25 de Junio de 2009


Procede la Judicatura a resolver la impugnación interpuesta por el señor GENARO ANTONIO MEJÍA MARÍN, contra la sentencia proferida el día 13 de mayo de 2.009, por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, dentro del proceso reseñado en la referencia: 


El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. LA DEMANDA

Pretensiones:


Ante la aparente vulneración de los derechos constitucionales a la VIDA DIGNA, MÍNIMO VITAL, SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL, pretende la accionante que se ordene al Fondo Nacional de Vivienda le asigne el subsidio de vivienda que viene solicitando desde hace dos años.

II. IDENTIFICACIÓN DEL ACCIONANTE

Accionante:

 
Se trata del señor Genaro Antonio Mejía Marín, identificado con la cédula de ciudadanía N° 10.076.853 expedida en Pereira.

Accionado: 


Se trata del Fondo Nacional de Vivienda FONVIVIENDA, entidad adscrita al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, representada por la Dra. Luz Ángela Martínez Bravo.

III. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS


Se invoca la tutela de los derechos fundamentales a la vivienda digna, a la vida digna y a la igualdad.

IV. ANTECEDENTES

1. Hechos Relevantes:


Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:


Que en el año 2006 se postuló para obtener un subsidio de vivienda en modalidad de construcción en sitio propio, lo cual hizo a través de COMFAMILIAR Risaralda.


Que para el año 2007 apareció como “calificado” a través de la bolsa ordinaria, la cual hasta el momento no ha sido abierta nuevamente por falta de recursos y que por vivir en Dosquebradas no le es posible volverse a postular para tal subsidio.


Manifiesta el accionante que vive con su madre de 88 años, su hermana de 55 años, y su sobrino que está cursando bachillerato, a los cuales provee del sustento, con sus únicos ingresos provenientes de los turnos que hace como celador tres veces por semana.


Finalmente aduce el accionante que ha gastado mucho dinero realizando los trámites para adquirir el subsidio de vivienda, que a pesar de ello, no le ha sido asignado.
V. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA


Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte accionada, el Fondo Nacional de Vivienda, FONVIVIENDA Bogotá, presentó escrito en el que manifiesta que si bien el accionante se postuló en junio de 2005, “el techo presupuestal no alcanzó para atender la totalidad de hogares que cumplieron los requisitos”. Que posteriormente lo hizo el 17 de mayo de 2007 ante la caja de compensación COMFAMILIAR Risaralda, para obtener el subsidio de vivienda, encontrándose actualmente en estado  “calificado”, es decir que cumple con todos los requisitos exigidos para ser beneficiario de tal subsidio. De conformidad con lo anterior, la entidad no adquiere compromiso alguno con los postulantes en estado calificado, pues así lo dispone el parágrafo 2 del artículo 38 del decreto 975 de 2004, que establece los criterios para la calificación de las postulaciones. 

Aduce además, que el derecho a tener una vivienda digna “es un derecho de naturaleza prestacional, que es objeto de un desarrollo legal preestablecido que es prestado por la administración, y por tal razón su satisfacción se ve necesariamente limitada por los recursos disponibles para tal fin”, de manera que en ningún momento se vulneraron los derechos del accionante, porque este resultó excluido en el proceso de asignación del subsidio solicitado, de acuerdo a las condiciones establecidas en el Decreto mencionado, es decir, no alcanzó el puntaje que le permitiera ser incluido en la Resolución de preselección N° 106 de 2005, Resolución cuya presunción de legalidad pudo ser desvirtuada a través de los recursos de la vía gubernativa o mediante la acción de nulidad y restablecimiento del derecho “que es el medio idóneo para contradecir la decisiones de la administración”.

Finalmente sostiene que se ha vulnerando el principio de inmediatez  porque solamente tres años después de emitida la Resolución 106 de 2005, en que se resolvió la asignación de los subsidios de vivienda, se haya presentado acción de tutela y solicita que la pretensión del actor sea negada, por cuanto la entidad ha actuado conforme a la Constitución y la Ley además este puede postularse nuevamente para acceder al subsidio de vivienda que solicita.



Dentro del mismo término, la entidad vinculada -Caja de Compensación Familiar de Risaralda CONFAMILIAR-, presentó escrito en el que manifiesta que no es la entidad encargada de otorgar subsidios de vivienda a la población independiente, postulada mediante la bolsa ordinaria, pues sólo sirve de vehículo para adelantar el trámite operativo de postulación a los subsidios familiares de vivienda, y en el  caso del accionante es el Fondo Nacional de Vivienda el encargado de la asignación de estos beneficios.

VI. LA PROVIDENCIA IMPUGNADA


Mediante providencia del 13 de mayo de 2.009 (fls. 78 y s.s.) el funcionario de primera instancia negó la protección constitucional aduciendo que en este caso no se presentó la vulneración de los derechos constitucionales del accionante, toda vez que la negativa de la entidad accionada ocurrió porque a pesar de cumplir los requisitos para acceder al subsidio de vivienda, fue sometido al proceso de selección establecido en el artículo 38 del Decreto 975 de 2004, y que además depende de los recursos disponibles para cubrir los hogares seleccionados, además el actor puede continuar como postulante, a la espera de futuras  asignaciones del auxilio solicitado.


Se refiere igualmente en la providencia impugnada que el derecho a la vivienda, es un derecho de segunda generación, que por tal circunstancia no es de aplicación inmediata, ni susceptible de ser protegido mediante la acción de tutela, por lo que la acción impetrada no debe prosperar.
VII. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN


Inconforme con lo decidido, la parte actora presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, en el que insiste en que el Fondo Nacional de Vivienda debe reconocerle su derecho al subsidio de vivienda que como cualquier otro ciudadano exige, y porque además carece de los recursos económicos necesarios para construir su vivienda. 

VIII. CONSIDERACIONES

1. Problema Jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Es posible otorgar protección constitucional al derecho a la vivienda digna, cuando este no tiene ningún grado de conexidad con un derecho fundamental?

b. ¿Vulnera el derecho a la vida digna la entidad que pese a ajustarse a los preceptos legales sobre la materia, no otorga el subsidio de vivienda, por falta de disponibilidad presupuestal para ello?

El busilis esencial y sobre el cual recaen las pretensiones invocadas por el actor dentro del presente asunto, se circunscribe a verificar si existen en este caso concreto fundamentos de hecho y de derecho para proceder al amparo constitucional del derecho a la vivienda digna del actor.
En primer lugar, debe manifestarse que el derecho a la vivienda digna, es de los denominados derechos de segunda generación al igual que los derechos económicos y sociales, cuya efectivización depende de las actuaciones realizadas por el Estado, en este sentido ostenta el carácter de derecho prestacional, consagrado en el artículo  51 de la Constitución Política. 


El amparo de este derecho, sólo se le otorga al actor cuando este logra establecer un interés jurídico subjetivo, al materializar ciertas condiciones de las cuales se pueda deducir que la intervención del juez constitucional es inminente, dado el grado de vulnerabilidad en la cual se encuentre el accionante y en este caso por el bien que se discute, de los miembros de su núcleo familiar.

En el presente asunto y de conformidad con los hechos expuestos en la acción de tutela, aunado a lo expresado en las contestaciones que a la misma efectuaron tanto el Fondo de Vivienda – FONVIVIENDA-, como la Caja de Compensación Familiar de Risaralda – CONFAMILIAR-,  se deduce, que la presunta vulneración del derecho a la vivienda digna, no ostenta ninguna condición material de la cual se pueda deducir que existe alrededor del bien discutido, una situación que deje en desamparo tanto al actor como a los miembros de su núcleo familiar o que comprometa sus derechos fundamentales, toda vez que las actuaciones administrativas desplegadas por las entidades en cita, se ajustaran en forma rigurosa a los lineamientos del Decreto 975 de 2004 y demás normas concordantes, esto es, que ellas en representación del Estado, llevaron a cabo las gestiones necesarias para garantizar la efectividad del derecho, acciones que encontraron su límite no por negligencia en el actuar de esas entidades, sino por la falta de disponibilidad presupuestal para tal fin, pues primero se atendieron a las personas que de acuerdo a la clasificación que la misma entidad accionada realiza, se encontraban en primer lugar de atención al del accionante.


Y es que acceder a la protección del derecho fundamental cuyo amparo se invoca, a sabiendas que los hechos narrados por el actor, son consecuencia lógica del orden establecido por la misma entidad atendiendo la fecha de la solicitud del subsidio, equivaldría a violar el derecho de igualdad de muchísimos solicitantes que se encuentra en espera del mismo beneficio por haber cumplido con los requisitos exigidos y que pacientemente han esperado a que el Estado les brinde la ayuda correspondiente en cumplimiento al deber asistencial que le incumbe.

De lo anterior se deduce que de ninguna manera se puede afirmar que la accionada o la vinculada, hayan vulnerado los derechos fundamentales del actor, por lo que fue acertada la decisión adoptada por el a-quo en la providencia impugnada.

Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución
IX. RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia impugnada. 

SEGUNDO: Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

TERCERO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los magistrados, 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES








(Con permiso)

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

